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I. Distinguiendo

En 1999 Riccardo Guastini publicó el texto 
que lleva por nombre Distinguiendo; donde 
se ocupa sobre la diferencia entre teoría y 
filosofía del derecho, entre teoría y ciencia del 
derecho, entre reglas y principios, asimismo 

10 Lic. Luis Enrique Cordero Aguilar Magistrado Presidente de la Sala de Justicia Indígena y Quinta Sala Penal del Tribunal Superior 
de Justicia del Estado de Oaxaca.

distingue otros conceptos fundamentales del 
Derecho.  

10

Con el nombre del título quiero ocuparme 
de distinguir entre la justicia penal y la 
justicia indígena, pero también me ocupo de 
su comunicación, cómo dialogan y si existe 
esa coordinación como tal, asimismo se 
distinguen otros conceptos fundamentales 
del derecho indígena para comprender a 
cabalidad la potestad de resolver los conflictos 
internos que se dan en las comunidades.

Ahora, en México, fundamentalmente, 
con la reforma política electoral de 1996, 
la reforma indígena de 2001, la reforma 
penal 2008,  la resolución de la Corte 
Interamericana sobre el caso Radilla Pacheco 
de 2009, el expediente varios 912/2010 
sobre el caso Radilla Pacheco que resolvió 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
2011, la reforma sobre derechos humanos 
de 2011 y la reforma en materia de amparo 
de 2011, se transformó el sistema jurídico 
de un modelo de legalidad a un modelo de 
constitucionalidad y convencionalidad. 

Sin embargo, la materia indígena, el caso 

2018. Tribunal Superior de Justicia del Estado de Oaxaca, Escuela Judicial
https://ej.tribunaloaxaca.gob.mx/Home/Publicaciones
Acervo de la BJV: https://revistas-colaboracion.juridicas.unam.mx/
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Radilla Pacheco y la reforma en materia de 
derecho humanos, principalmente trajeron 
una nueva conceptualización del Derecho; 
el paradigma del pluralismo jurídico y los 
nuevos métodos de interpretación que se 
prescribieron en el artículo 1º constitucional, 
vinieron a desplazar la comprensión 
normativista y formalista del derecho, propio 
del positivismo decimonónico, aunque toda 
vía no se ha abandonado del todo. 

Bajo ese contexto y con la perspectiva 
del pluralismo jurídico y de los derechos 
humanos abordamos un tema fundamental 
para la solución de los conflictos, la justicia.   

1.a Distinguiendo: Multicultural y 
Pluricultural

En México existen 68 pueblos indígenas 
más el pueblo afromexicano, también es el 
país de América Latina con mayor población 
indígena, con 25.7 millones de personas que 
representa el 21.5% del total de la población 
mexicana.  11 

Nuestro texto constitucional en su artículo 
2º, segundo párrafo, establece que  “La Nación 
tiene una composición “pluricultural”.12 
Aunque la teoría política moderna posesionó 
el concepto de “multicultural” dentro de la 
corriente ideológica de multiculturalismo,13 
nuestro constituyente recoge el concepto de 
“pluricultural”. La distinción entre Multi o 
Pluri cultural es fundamental. 

Los términos de pluricultural y 
multicultural se usan para referirse a la 
diversidad cultural; empero, son formas 

11Encuesta Intercensal, Principales resultados de la Encuesta Intercensal 2015: Estados Unidos Mexicanos, Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía (INEGI), México, 2015, www.beta.inegi.org.mx .
12 artículo 2 de la Declaración Americana sobre los Derecho de los Pueblos Indígenas (DADPI), establece: “Los Estados reconocen 
y respetan el carácter pluricultural y multilingüe de los pueblos indígenas quienes forman parte integral de sus sociedades.” En la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUDPI), no existe la expresión “Pluricultural” ni 
“Multicultural”.
13 Es Will Kymlicka quien posesiona el concepto de multiculturalismo en la filosofía política moderna con su texto Ciudadanía Multi-
cultural, España, Paidós, 1995.

14 Actualmente es de mayor uso global, orientando políticas estatales de corte liberal, lo emplean más en Europa y Norte América.
15Propuesta para el tratamiento de la interculturalidad en la educación, Documento base, Perú, Septiembre 2000, p. 9.

distintas para conceptualizar esa diversidad 
que se ejerce en la práctica y de sus 
instituciones sociales, incluyendo las formas 
de hacer justicia. 

En efecto, el uso del término de 
multiculturalismo14 es para realizar una 
descripción de la multiplicidad de culturas 
que existen en un determinado espacio 
estatal o internacional, planteando su 
reconocimiento, tolerancia y respeto, dentro 
de un Estado liberal. En este contexto, el 
multiculturalismo se concibe como un 
relativismo cultural; es decir, una separación 
o segregación entre culturas demarcadas y 
cerradas sobre sí mismas, sin relacionarse. 

En cambio, pluriculturalismo es un 
concepto más usado en América Latina, para 
referirse a la realidad histórica y social de la 
región, donde pueblos indígenas y afros, han 
convivido con blanco-mestizos de forma 
asimétrica, donde el mestizaje, la resistencia 
y las diferencias han sido parte de la realidad.

La socióloga norteamericana Catherine 
Walsh, en relación a la diferencia entre 
multicultural y pluricultural, apunta:

“La multiculturalidad normalmente se 
refiere, en forma descriptiva, a la existencia 
de distintos grupos culturales que, en la 
práctica social y política, permanecen 
separados, divididos y opuestos, mientras que 
la pluriculturalidad indica una convivencia 
de culturas en el mismo espacio territorial, 
aunque sin una profunda interrelación 
equitativa.”15

La distinción de estas dos categorías 
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es de gran relevancia, en contextos del 
reconocimiento de la diversidad que social 
e históricamente han estado presentes y 
ahora cómo se relacionan con el Estado y 
sus instituciones, dejando atrás esa visión 
monocultural y uninacional. 

Esa diversidad social e histórica16 se 
encuentra reconocida en nuestra norma 
fundamental al prescribir que sus pueblos 
“…son aquellos que descienden de 
poblaciones que habitaban en el 
territorio actual del país al iniciarse la 
colonización y que conservan sus propias 
instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas, o parte de ellas.” 

Con la introducción de la categoría de 
pluricultural, no únicamente se realiza el 
reconocimiento de derechos de los pueblos 
indígenas sino también se reconocen los 
sistemas jurídicos indígenas y con ellos 
sus competencias para conocer de ciertos 
asuntos.17 Con ello se da consistencia 
jurídica al concepto de libre determinación 
y autonomía, abandonando con ello el 
monismo para transitar al pluralismo 
jurídico.  

II. Distinguiendo: La libre determinación 
del Estado y de los Pueblos Indígenas

La libre determinación de los pueblos 
indígenas es una regla y un principio que 
está reconocido expresamente en el artículo 
2°, cuarto párrafo, de nuestra Constitución; 
3 de la DNUDPI, III de la DADPI e, 
16 Este mismo carácter social e histórico se encuentra reconocido en el art. 1º del Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT). En tanto la DNUDPI en su preámbulo se lee: “…los pueblos indígenas han sufrido injusticias históricas como 
resultado, entre otras cosas, de la colonización y de haber sido desposeídos de sus tierras, territorios y recursos, lo que les ha impedido 
ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de conformidad con sus propias necesidades e intereses.”
17Cossío Díaz, José Ramón, Los problemas del derecho indígena en México, México, CNDH, 2002, p. 65.
18 El gobierno de México ratificó ante la OIT este convenio el 5 de septiembre de 1990, previa aprobación que el Senado hizo el 11 
julio de 1990 y fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de enero de 1991, y de conformidad con el artículo 38 del con-
venio entra en vigor un año después de su ratificación ante la OIT, por lo que está vigente en México desde el 5 de septiembre de 1991.
19 El art. 1.3. del Convenio 169 de la OIT, puntualiza sobre esta distinción para que no se interprete incorrectamente. De la misma 
forma lo hace el artículo 46.1 de la DNUDPI.
20 Cfr. Regino Montes, Adelfo, La libre determinación: Derecho fundamental de los pueblos indígenas y base de la transformación de 

implícitamente en el Convenio 169 de la OIT. 

El reconocimiento internacional de la 
libre determinación a los pueblos indígenas 
es reciente, se da con la adopción del 
Convenio 169 de la OIT, el 27 de junio de 
1989,18 y constitucionalmente en 2001 con 
la reforma al artículo 2º. México al adoptar 
este instrumento abandona el Convenio 107 
de la OIT, donde, entre otros cambios, pasan 
de la denominación “poblaciones indígenas” 
a “pueblos indígenas”, lo que resulta 
fundamental para el reconocimiento de sus 
derechos, entre ellos la libre determinación, 
misma que era un derecho reconocido 
únicamente a los Estados soberanos.   

En consecuencia, es importante hacer 
la distinción19 entre la libre determinación 
de los pueblos como entidad soberana 
reconocida internacionalmente y, entre la 
libre determinación de los pueblos indígenas 
como entidades autónomas reconocidas 
al interior de los Estados soberanos. Bajo 
ese contexto, el concepto de “pueblo” tiene 
fundamentalmente dos sentidos o usos: 
uno externo y otro interno. En el primero, 
pueblo se refiere al reconocimiento externo 
por la comunidad internacional como un 
País o Estado soberano más. En tanto en el 
segundo, pueblo se refiere al reconocimiento 
interno del País o Estado soberano en el que 
habitan como entidades autónomas.

La libre determinación de los pueblos 
indígenas es un derecho con una enorme 
carga política de gran relevancia tanto 
para el derecho internacional como para el 
derecho de los Estados soberanos,20 ya que 
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tiene que ver precisamente con determinar 
libremente su condición política para así 
alcanzar su desarrollo económico, social y 
cultural, es decir, la libre determinación es la 
raíz, la fuente, la base, el fundamento donde 
se derivan o surgen los demás derechos de 
los que son titulares los pueblos indígenas, 
es la condición sine qua non para que 
puedan disfrutar de sus demás derechos 
fundamentales.

En ese orden de ideas, el reconocimiento 
de la libre determinación de los pueblos 
indígenas además de ser un derecho 
fundamental sustantivo, representa también 
el primer cimiento para una nueva relación 
intercultural,21 es decir, de comunicación, 
de contacto e intercambio con el Estado, 
fundado en el respeto y legitimidad de la 
coexistencia de principios y valores diversos, 
que sólo en un Estado democrático puede 
darse para fortalecer la unidad nacional.  

Interculturalidad significa, en términos 
muy generales, entre culturas, pero no un 
simple contacto entre culturas sino una 
interacción, un diálogo horizontal entre 
dos o más culturas en términos equitativos 
y en condiciones de igualdad, para entender 
saberes, instituciones, procesos, prácticas, 
lógicas y racionalidades distintas. Con 
motivo de este diálogo se nutren, se recrean, 
se reinventan saberes, instituciones, prácticas, 
lógicas y racionalidades, siempre cargados de 
creación y tensión porque permanentemente 
están en construcción. Como bien lo apunta 
Catherine Walsh: 

“…la interculturalidad debería ser 
entendida como un proceso permanente de 
relación, comunicación y aprendizaje entre 
personas, grupos, conocimientos, valores y 
los Estados en contextos multiculturales, Tesis de Licenciatura, México, UABJO, 2011.
21 La categoría “intercultural” se encuentra prevista en el apartado B, fracción II, del Art. 2º de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (CPEUM), aunque se refiere exclusivamente a la educación; sin embargo, interpretamos que debido al reconoci-
miento de la pluriculturalidad y de la libre determinación, implícitamente se recoge el principio de interculturalidad que implica una 
interacción entre culturas, entre el derecho indígena y el ius-positivismo. En la DADPI se refiere el carácter de intercultural tanto en 
educación como en salud (Artículo XV.5 y XVII.4). En la DNUDPI no existe la expresión “Intercultural”.  
22Ibídem p. 7.

tradiciones distintas, orientadas a generar, 
construir y propiciar un respeto mutuo, y 
a un desarrollo pleno de las capacidades de 
los individuos, por encima de sus diferencias 
culturales y sociales. En sí, la interculturalidad 
intenta romper con la historia hegemónica de 
una cultura dominante y otras subordinadas 
y, de esa manera, reforzar las identidades 
tradicionalmente excluidas para construir, en 
la vida cotidiana, una convivencia de respeto 
y de legitimidad entre todos los grupos de la 
sociedad.”22

Así, la pluriculturalidad, la libre 
determinación de los pueblos indígenas 
y la interculturalidad, son categorías 
complementarias que permiten visualizar la 
unidad nacional dentro de la diversidad.    

II.a. Distinguiendo: Acceso a la Justicia y 
Jurisdicción Indígena

El reconocimiento de la jurisdicción 
indígena tiene que ver con el derecho 
fundamental del acceso a la justicia, que 
comprende no solo acercar la justicia estatal 
a los pueblos indígenas, o crear componentes 
alternos para su implementación en sus 
comunidades, sino además, de reconocer 
y garantizar sus instituciones y formas de 
regular y resolver conflictos conforme a sus 
sistemas jurídicos. De ahí la importancia 
de la libre determinación, pues sin su 
reconocimiento no hay jurisdicción indígena, 
es un requisito previo para el reconocimiento 
y ejercicio de esta potestad, para el despliegue 
de otros derechos, tanto para las personas 
como para los pueblos indígenas. 

El derecho de acceso a la justicia se 
establece en el artículo 17 de la CPEUM 
y debe ser interpretado con el diverso 
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artículo 2°, apartado A, fracción II y VIII. 
La jurisdicción indígena se encuentra 
reconocida en la fracción II citada, cuando 
prescribe que es uno de los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas para “…
Aplicar sus propios sistemas normativos 
en la regulación y solución de sus 
conflictos internos…”; de la misma manera 
lo prescriben los artículos 8, del Convenio 
169 de la OIT; 3, 4, 5 y 33, de la DNUDPI; en 
tanto la DADPI lo prescribe en los artículos 
III, X, XXI y XXII.23     

Podemos definir a la jurisdicción 
indígena como un derecho colectivo de los 
pueblos indígenas, para ejercer la potestad 
de resolver sus conflictos internos24 que 
se presenten en su comunidad (criterio 
territorial) y por sus habitantes (criterio 
personal) y usar la fuerza para hacer valer 
sus decisiones, de conformidad con sus 
sistemas normativos (criterio institucional). 
25Es decir, constitucionalmente, las 
comunidades indígenas tienen el derecho a 
que la jurisdicción indígena sea respetada, 
promovida y garantizada, de manera que, 
cuando en el caso sometido a su conocimiento 
es facultad de las autoridades de los pueblos 
indígenas resolverlo y la decisión adoptada 
tiene los mismos efectos que cualquier otra 
resolución emitida por la jurisdicción del 
Estado, es decir, es vinculante para las partes. 

Así pues, el reconocimiento de la 
jurisdicción indígena permite el ejercicio de 
esta competencia por un órgano u órganos 

23En el artículo 16 y 112 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca (CPELSO) hay un reconocimiento sobre 
el derecho de la jurisdicción indígena, este último señala: “La Jurisdicción Indígena se ejercerá por las autoridades comunitarias de 
acuerdo con los usos y costumbres de los pueblos y comunidades indígenas, dentro del marco del orden jurídico vigente y en los 
términos que determine la ley reglamentaria del Artículo 16 de esta Constitución.” 
24 ossío se interroga: “¿Cuáles son los conflictos de carácter interno? Se trataría, en principio, de aquellos conflictos que reúnan las 
siguientes características: primera, que se den entre los indígenas pertenecientes a un mismo pueblo, municipio o comunidad, según 
corresponde en cada caso; segunda, que se trate de aquellos cuya resolución se encuentre prevista en el orden jurídico indígena corres-
pondiente; tercera, que sean de aquellos cuya resolución corresponda a las autoridades reconocidas por el derecho indígena.” Cossío 
Díaz, José Ramón, “Los problemas…”, óp. cit., p. 71.
25 En la sentencia JDI/01/2016 G. R. vs Suchixtlahuaca, Pueblo Chocholteco, que resolvió la Sala de Justicia Indígena del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, se fijaron estos elementos o criterios de la jurisdicción indígena.
26 Cossío Díaz, José Ramón, “Los problemas…”, óp. cit., p. 69.
27 Este problema de la auto-adscripción se presenta ante la jurisdicción del Estado. Al respecto, cfr. Tesis: I.18o.A.67 A, Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. III, Mayo de 2018, p. 2748.
28 Otro problema que se presenta ante la jurisdicción del Estado es la falta de traductores e intérpretes para los indígenas. Al respecto, 
cfr. Tesis: XIII.P.A.24 P, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. IV, Marzo de 2018, p. 3393.

distintos al Poder Judicial del Estado, dando 
paso a que cada una de las Comunidades 
o Pueblos Indígenas ejerza competencia o 
potestad “judicial” dentro de su territorio a 
los integrantes de cada una de estas.26

En las comunidades indígenas, por 
lo general los procedimientos ante la 
jurisdicción especial, son orales, públicos, 
breves o sumarios, cercanos a la gente, por 
lo que es poco común que se presenten 
problemas sobre la auto-adscripción27 porque 
las personas de la comunidad se conocen 
entre ellos, no existen tantos formalismos, 
pero algunos sí de solemnidades, algunos 
otros se desahogan en su lengua materna,28 
otros son eminentemente deliberativos, 
sobre todo los que se desahogan ante la 
asamblea comunitaria, algunos se desahogan 
en una sola instancia, otros ante dos, que por 
lo regular la asamblea es la segunda instancia 
y la máxima autoridad jurisdiccional de 
la comunidad, impera una racionalidad 
pragmática, de sentido común, de respeto a 
sus autoridades, sobre poniendo sus valores 
comunitarios, la solidaridad, la justicia, la 
ayuda mutua, la buena fe, la naturaleza, la 
madre tierra, su cosmovisión; ésta potestad, 
como cualquier otra jurisdicción, conoce 
de controversias, problemas de toda índole 
y cuantía, pero con la diferencia que no 
distingue materias, ni montos, es decir, en los 
pueblos no hay una concepción y distinción 
entre delitos o hechos ilícitos, por materias, 
lo que hay es un conflicto, un pleito, una 
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conducta reprochable; también en algunas 
comunidades no distinguen lo público de lo 
privado,  no hacen división de las cosas y en 
ocasiones de los sujetos, tienen una visión 
integral del asunto y de su solución; estas 
autoridades tienen funciones para citar a las 
partes y recabar pruebas, para luego resolver 
el conflicto, siguiendo su propio derecho, 
y finalmente, la potestad de usar la fuerza 
para hacer efectivas sus decisiones en caso 
de ser necesario. 29Ello comprende acciones 
que pueden restringir derechos, tales como 
la libertad personal, el patrimonio, servicios, 
obligar a realizar pagos y/o trabajos, etcétera. 

Bajo este contexto de reconocimiento 
constitucional y convencional, el Estado 
fragmenta el monopolio del acceso a la 
justicia, ya que ésta debe interpretarse 
también como un reconocimiento de otra 
forma de acceso a la justicia que tienen las 
personas que se asumen como indígenas. En 
este mismo sentido, la Oficina en México del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, apunta: 

“La garantía de acceso a la justicia supone 
la posibilidad de que un conflicto entre partes 
sea resuelto por una autoridad facultada 
para ello, por lo que con el reconocimiento 
constitucional de la jurisdicción indígena 
se entiende que esta garantía puede ser 
cumplida tanto por los órganos estatales de 
justicia como por los órganos establecidos 
por los pueblos indígenas en aplicación de 
sus sistemas normativos internos.”30  

Por ende, el acceso a la justicia para los 
indígenas tiene dos entradas: una, la que le 
otorga su propio pueblo o comunidad, y otra, 
la que le brinda el Estado. Es decir, la primera 

29 Martínez M. Juan Carlos et al., Elementos y técnicas de pluralismo jurídico. Manual para operadores de justicia, México, PROJU-
LA-Konrad Adenauer Stiftung, 2012, p. 17.
30 Informe del Diagnóstico sobre El acceso a la justicia para los indígenas en México. Estudio de caso en Oaxaca. México, 2007, p. 44.  
31 Barreras institucionales (procesales, logísticas, infraestructura, administrativas, educación legal, etc.), culturales (falta de abogados 
con conocimiento de su lengua y cultura, el no reconocimiento de la jurisdicción indígena, la no coordinación entre la justicia indí-
gena y estatal, etc.), lingüísticas (la justicia del Estado se imparte en una sola lengua, falta de intérpretes, traductores, etc.), económica 
(pobreza y desigualdad, etc.), de género, etc. Cfr. Fundación para el Debido Proceso (DPLF) et al., Obstáculos para el Acceso a la 
Justicia en las Américas, Washington, 2009, pp. 7-37. 

se refiere al reconocimiento de la existencia 
y competencia de las autoridades indígenas, 
como instancias legítimas para la solución de 
sus controversias; la segunda tiene que ver 
con la garantía de acceder de manera efectiva 
e igualitaria a la potestad del Estado, para la 
defensa de sus derechos en una controversia 
planteada y que se resuelva de manera justa. 
Es decir, para que se dé, de manera efectiva e 
igualitaria, se tienen que eliminar o remover 
todas las barreras31 que sean un obstáculo 
para el acceso a la justicia. 

Bajo esta dualidad del acceso a la 
justicia para los indígenas, surgen algunos  
problemas como, la coordinación entre 
el sistema jurídico indígena y el sistema 
jurídico estatal, para que se establezcan los 
lineamientos de competencia entre el sistema 
judicial estatal y de la jurisdicción indígena; 
asimismo los criterios de solución de un 
conflicto competencial; así como los límites 
de la jurisdicción indígena y las sanciones 
que pueden imponer; la definición de las 
garantías mínimas de los procedimientos 
de esta jurisdicción; la convalidación de 
sus resoluciones, ante qué vía e instancia se 
realizaría, es de oficio o a petición de parte, 
etcétera.

El artículo 420 del CNPP, es insuficiente 
para dar respuesta a los anteriores 
problemas, máxime cuando minimiza 
la libre determinación de los pueblos 
indígenas y la interculturalidad que se da 
entre ambos sistemas jurídicos, además 
cuando no corresponde al marco normativo 
internacional, como lo veremos más adelante. 

Es cierto, hay un avance pues en su texto 
hay un reconocimiento a la pluriculturalidad 
y a la jurisdicción indígena, pero no de 
forma plena a la libre determinación e 
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interculturalidad, porque genera más 
problemas que soluciones. Ante estos 
inconvenientes y ante la insuficiencia 
normativa, le corresponde a los tribunales 
dar respuesta puntual a cada uno ellos. 

Ahora bien, hay que distinguir el supuesto 
donde dos personas sometieron su conflicto 
ante la jurisdicción indígena y este lo resolvió 
y, el supuesto donde la víctima e imputado 
están ante la jurisdicción del Estado y desean 
someterse a la jurisdicción indígena. Es este 
último supuesto el que regula el artículo 420 
invocado; en lo que corresponde al primer 
supuesto planteado, incumbe ante otra vía y 
otra instancia. 

En efecto, el primer supuesto, trae consigo 
sus propias complejidades, porque existe 
el fenómeno de que en ocasiones algunas 
de las partes no se someten a la potestad 
de la autoridad comunitaria y trasciende 
a la jurisdicción del Estado, entonces las 
autoridades indígenas son acusadas por el 
delito de abuso de autoridad,32 por ejercer y 
aplicar, dentro de su territorio, sus sistemas 
normativos internos para la solución de una 
controversia que les fue planteada.33 Es decir, 
los actos de coerción personal derivados del 
ejercicio de la función jurisdiccional especial 
(dentro de su territorio y siguiendo su propio 
derecho) no constituyen, por definición, 
usurpación de funciones de la jurisdicción 
ordinaria, o delito de secuestro, privación 
ilegal de la libertad, robo, abigeato, ni 
ninguna otra forma delictiva, por el hecho de 
haber impuesto sanciones con motivo de la 
potestad de resolver conflictos, como lo son 
el trabajo comunitario, la prisión, la privación 
o aseguramiento de bienes, el impedimento 
de salida que sufren las personas por orden 
legítima de la jurisdicción indígena. Se trata, 

32 E. g. El Juicio de Derecho Indígena JDI/01/2016 G. R. vs Suchixtlahuaca, Pueblo Chocholteco, iniciado ante la Sala de Justicia 
Indígena del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Oaxaca, uno de los hechos era la carpeta de investigación en contra de las 
autoridades comunitarias por el delito de abuso de autoridad y abigeato, por resolver un asunto interno de su comunidad. Sobre este 
fenómeno de la criminalización, cfr. Stavenhagen, Rodolfo, Los pueblos indígenas y sus derechos. Informes Temáticos del Relator Es-
pecial sobre la situación de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas del Consejo de Derechos 
Humanos de la Organización de las Naciones Unidas, México, UNESCO, 2007, p.87
33Martínez M. Juan Carlos et al., “Elementos y técnicas…”, óp. cit., p. 34.
34 Cossío Díaz, José Ramón, “Los problemas…”, óp. cit., p. 71.

por propio reconocimiento constitucional, 
del ejercicio del derecho de los Pueblos 
y las Comunidades de ejercer funciones 
jurisdiccionales. Por tanto, criminalizar la 
conducta de las autoridades indígenas por 
el hecho de haber ejercido la potestad de 
resolver conflictos, no es la mejor respuesta 
para construir interculturalidad; por el 
contrario, el ejercicio de un derecho no puede 
constituir la comisión de un delito pues no 
sólo no está prohibido, sino que su ejercicio 
está legitimado, protegido y garantizado. 

Es importante apuntar que no todo pueblo 
o comunidad indígena cuenta con un sistema 
normativo, instituciones y procedimientos 
donde se identifique el ejercicio de la 
jurisdicción indígena, o nunca lo tuvo o 
en el devenir histórico se perdió; ante este 
supuesto, la solución de los conflictos serán 
planteados ante la jurisdicción del Estado.   

Ahora bien, siguiendo en el primer 
supuesto donde dos personas sometieron su 
conflicto ante la jurisdicción indígena y este 
lo resolvió; el artículo 2°, apartado A, fracción 
II, última parte, de la norma fundamental, 
establece que “La ley establecerá los casos 
y procedimientos de validación por los 
jueces o tribunales correspondientes.” 

La expresión “los casos y procedimientos 
de validación” nos remite al significado de 
facultar a los tribunales, para que determinen 
si la resolución que se emitió para resolver el 
conflicto interno cumple con las restricciones 
que le impone el mismo artículo 2º, invocado; 
es decir, lo que se prescribe es lo que se conoce 
como el control de regularidad y que consiste 
en que un tribunal determine si un acto de 
autoridad vulnera o no derechos protegidos 
constitucional o convencionalmente.34
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Hasta este momento no existe ley35 alguna 
que regule de forma expresa “los casos y 
procedimientos de validación por los jueces 
o tribunales correspondientes.” En el proceso 
de producción del artículo 420 del CNPP, 
ni en la exposición de motivos, tampoco 
en el dictamen36 y menos en el proceso de 
debate de aprobación, se hace una referencia 
donde se motive que responde al mandato 
constitucional de regular “los casos y 
procedimientos de validación.”

Ante tal omisión legislativa, existe en 
nuestro sistema jurídico el control de 
regularidad y que es por antonomasia el 
juicio de amparo,37 pero además ahora tienen 
la obligación los tribunales de realizar control 
difuso, pues a partir del año de 2006 la Corte 
Interamericana introduce el control difuso 
de convencionalidad, al resolver el caso 
Almonacid Arellano vs Chile y a partir de este 
precedente lo ha desarrollado en otros, como 
en el caso Cabrera García y Montiel Flores vs 
México, pero es el caso de Radilla Pacheco vs 
México donde tuvo un impacto contundente 
e irreversible, porque para dar cumplimiento 
a tal sentencia la Suprema Corte forma 
el famoso expediente Varios 912/2010 y, 
después resuelve la contradicción de tesis 
293/2011, mediante el cual se introduce el 
control difuso de convencionalidad y de 
constitucionalidad. Aunque el mecanismo del 
control difuso no creo que sea la vía idónea 
35 Esta ausencia no es exclusivo de México sino de toda Latinoamérica, a excepción de Bolivia y Ecuador donde se han dado pasos 
importantes en ello. Cfr. Fundación para el Debido Proceso (DPLF), La protección de los derechos de los pueblos indígenas a través de 
un nuevo sistema de justicia penal. Estados, Oaxaca, Chiapas y Guerrero, Washington, 2012, pp. 1-17.  
36 Dictamen de las Comisiones Unidas de Justicia y de Estudios Legislativos, por el que se expide el Código Nacional de Procedimien-
tos Penales.
37 En lo personal no conozco precedente alguno sobre un juicio de amparo que garantice la jurisdicción indígena y como consecuen-
cia valide su resolución.
38 “a) Conocer de los asuntos relacionados con las resoluciones emitidas por las autoridades de los pueblos y comunidades indíge-
nas en ejercicio de su función jurisdiccional al aplicar sus sistemas normativos, para constatar que en el procedimiento respectivo se 
hayan respetado los principios y derechos humanos tutelados en la Constitución Federal, los tratados internacionales y la Constitución 
particular del Estado. 
La Sala de Justicia Indígena podrá convalidar la determinación emitida por la autoridad indígena y ordenar se emita una nueva resolu-
ción. En todos los casos planteados, se deberán armonizar los derechos individuales y colectivos, analizando de fondo y considerando 
debidamente los sistemas normativos indígenas en el marco del pluralismo jurídico, a fin de preservar la integridad comunitaria. …”
39 La Sala de Justicia Indígena de Oaxaca, dictó su primera sentencia número JDI/01/2016 G. R. vs Suchixtlahuaca, Pueblo Chochol-
teco, donde garantizó la jurisdicción indígena de esa comunidad y convalidó su resolución mediante el cual resuelve un conflicto inter-
no. Actualmente dicha sentencia se encuentra impugnada mediante Amparo Directo y donde la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación (SCJN) ejerció la facultad de atracción 268/2017, donde reconoce: “Este caso representa, por tanto, la oportuni-
dad pionera de acercarse constitucionalmente a la jurisdicción indígena y a su relación con la protección constitucional a los derechos 
humanos y a la pluriculturalidad de la nación mexicana.”

para convalidar una resolución dictada por 
una comunidad indígena, ante el supuesto 
que señala el artículo 420 del CNPP, porque 
una de las consecuencias de la solución del 
conflicto es la extinción de la acción penal, 
aunque no se desprende del texto, sí previa 
validación, que realice el juez de la causa, 
de la resolución que dictó la comunidad en 
ejercicio de su jurisdicción indígena.    

No obstante la vía del juicio de amparo y 
del posible ejercicio del control difuso, como 
mecanismos de control de regularidad para 
la validación de resoluciones de conflictos 
que fueron sometidos a la jurisdicción 
indígena, el Estado de Oaxaca en el artículo 
23, fracción V, inciso a),38 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial del Estado, ha creado un 
mecanismo de control de regularidad ante 
la Sala de Justicia Indígena, para garantizar 
los derechos de los pueblos indígenas y su 
jurisdicción; es decir, esta Sala se le otorga 
competencia para resolver conflictos que 
se susciten con motivo del ejercicio de la 
función jurisdiccional entre particulares y la 
autoridad indígena, o bien, entre la autoridad 
indígena y algún órgano del Estado con 
motivo de esa potestad en la solución de un 
conflicto interno de la comunidad.39

Finalmente, más arriba decíamos que la 
decisión adoptada tiene los mismos efectos 
que cualquier otra resolución emitida 
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por la jurisdicción del Estado, no necesita 
previamente de su validación para que tenga 
toda la fuerza normativa y sea vinculante 
para las partes; sino que la validación 
únicamente se da cuando alguna de las 
partes la impugnan ya sea mediante juicio 
de amparo o, en el caso de Oaxaca, mediante 
el Juicio de Derecho Indígena ante la Sala de 
Justicia Indígena. Es decir, no hay validación 
de oficio sino es a petición de parte. En el caso 
que se valide la resolución de la comunidad 
indígena esta queda firme y produce todos 
sus efectos jurídicos. Si no se valida la 
resolución se puede ordenar que se corrija 
el procedimiento o la resolución, porque 
se vulneran algunas de las restricciones 
que señala la propia constitución o los 
instrumentos internacionales invocados, 
o bien, no se valida porque se anula la 
resolución porque no se tiene competencia 
para resolver el conflicto. 40  

II.b. Las restricciones a la jurisdicción 
indígena

En un sistema de derechos fundamentales 
no hay derechos absolutos, ilimitados, porque 
existe la necesidad de garantizar a otros 
derechos u otros bienes constitucionales 
protegidos; en consecuencia, el derecho a la 
libre determinación de los pueblos indígenas 
y el derecho colectivo de la potestad de 
resolver sus conflictos41 internos, no son la 
excepción. 
40 En la sentencia JDI/03/2016 A. M. vs Rastrojo, Pueblo Triqui, que resolvió la Sala de Justicia Indígena del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado, no validó su resolución por no ser de su competencia.
41 Alexy, Robert, Teoría de los Derechos Fundamentales, España, 1993, pp. 267-329.
42 “El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la 
unidad nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades fe-
derativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, 
criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico. A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comuni-
dades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: I. Decidir sus formas internas de convivencia y orga-
nización social, económica, política y cultural. II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos 
internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de 
manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o 
tribunales correspondientes. III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o repre-
sentantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfruta-
rán y ejercerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y 
de elección popular para los que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados 
y la autonomía de la Ciudad de México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos político-electorales de 
los y las ciudadanas en la elección de sus autoridades municipales…”

En los Estados democráticos los derechos 
fundamentales se encuentran reconocidos 
y garantizados en la constitución general, 
pero también sus restricciones; por ello 
los derechos solo pueden ceder ante los 
límites que la propia norma fundamental 
expresamente le imponga. Es decir, sólo en 
la carta fundamental puede regularse las 
restricciones a los derechos, nunca en una 
norma inferior, si esto sucede adolecería de 
una irregularidad la ley, puesto que vulneraría 
la constitución.   

En ese tenor, es el artículo 2º de la 
constitución general donde se hace el 
reconocimiento de los derechos de los 
pueblos y comunidades indígenas, pero es en 
esta misma norma fundamental, en el párrafo 
quinto, apartado A, fracción II y III,42 donde 
también prescribe sus restricciones; de la 
misma forma se establecen en el artículo 8.2, 
del Convenio 169 de la OIT; artículo 45 y 46 
de la DNUDPI; artículo XL de la DADPI.

	 En los instrumentos internacionales 
el límite que señala es la no violación a los 
derechos humanos, pero también prescribe 
que no se deben interpretar en el sentido de 
que menoscabe o suprime los derechos que 
los pueblos indígenas tienen en la actualidad 
o puedan adquirir en el futuro; en tanto en el 
párrafo quinto, apartado A, fracción II y III 
invocado, es donde se establecen los límites 
a los derechos de los pueblos indígenas; es 
aquí donde encontramos fundamentalmente 
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3 tipos de restricciones; el primero, una de 
forma general a la libre determinación; 
la siguiente es específica a la jurisdicción 
indígena; y la última restricción  es en materia 
política electoral. 43

En cuanto a la primera restricción, tiene 
que ver con “El derecho de los pueblos 
indígenas a la libre determinación se ejercerá 
en un marco constitucional de autonomía 
que asegure la unidad nacional.” En este 
texto podemos advertir una racionalidad 
teleológica, un fin a alcanzar y que es 
precisamente la unidad nacional, es decir, 
el aseguramiento de la unidad nacional es el 
primer límite a los derechos de los pueblos 
indígenas, que este reconocimiento a la 
pluriculturalidad no sea motivo de división o 
diferencias entre los pueblos que componen 
el Estado mexicano, por el contrario de lo 
que se trata es de construir unidad en la 
diversidad. 

Construir desde la diversidad, la unidad 
es abandonar la concepción hegemónica del 
Estado-Nación. Recordemos que las primeras 
constituciones recogieron principios 
políticos y jurídicos homogéneos propios del 
liberalismo, que le daba unidad ideológica 
a todo el ordenamiento jurídico; sin 
embargo, hoy en día ante el reconocimiento 
pluricultural las constituciones han recogido 
una pluralidad de principios que reflejan 
la composición de las diferentes fuerzas 
políticas, sociales, culturales y económicas 
que existen en una sociedad, pero sin que 
ningún principio tenga una fuerza suficiente 
para excluir o dominar a los demás, sino de lo 
que se trata es la convivencia “dúctil”, es decir, 
que el pluralismo permita la convivencia sin 
choques destructivos. Como bien señala Luis 
Prieto Sanchís: 

43 Por razones de espacio y para delimitar el tema, solamente me voy a ocupar brevemente de las dos primeras restricciones, la tercera 
solo la esquematizo.
44 Tribunal Constitucional y Positivismo Jurídico, Doxa 23, Cuadernos de Filosofía del Derecho, España, 2000, p. 176.

“No cabe hablar en tales condiciones de 
un orden o sistema de valores, cerrado y 
jerarquizado, sino más bien de un pluralismo 
o desorden de principios que entran en juego 
simultáneamente y que, en la medida en 
que se hallan presentes en los discursos de 
aplicación – y no sólo en los juicios de validez 
abstracta – han de ser irremediablemente 
ponderados por el juez.”44

	 Por tanto, para asegurar esa unidad 
nacional va jugar un papel importante 
la interculturalidad, como un elemento 
de comunicación y de construcción de la 
pluriculturalidad, solo así se fortalece el 
elemento de la inclusión de la democracia, 
desde el respeto de la diversidad de las 
concepciones del mundo, pero para ello hay 
que abandonar la concepción del Estado-
Nación y toda política de asimilación. 

En cuanto a la segunda restricción, 
tiene que ver con el derecho de los pueblos 
y las comunidades indígenas a la libre 
determinación y, en consecuencia, a la 
autonomía para: “Aplicar sus propios sistemas 
normativos en la regulación y solución de 
sus conflictos internos, sujetándose a los 
principios generales de esta Constitución, 
respetando las garantías individuales, los 
derechos humanos y, de manera relevante, 
la dignidad e integridad de las mujeres.” De 
lo anterior podemos advertir varios límites a 
saber: Sujetarse a los principios generales de la 
constitución; respetar garantías individuales 
y derechos humanos y; de manera relevante, 
la dignidad e integridad de las mujeres.

En cuanto a la restricción de sujetarse a 
los principios. En términos generales, éstos 
son normas o mandatos de optimización 
para alcanzar valores de diferente peso. 
En nuestra constitución existen 107 
expresiones de “principios” por ende ¿a qué 



41

principios se refiere? ¿A todos? Ahora, es 
muy importante distinguir entre principios 
fundamentales, generales, supremos, 
expresos e implícitos; principios liberales, 
comunitarios, republicanos, democráticos, 
laicos, en materia económica, fiscal, 
educativa, de transparencia, de derecho, del 
debido proceso, etcétera, para asignarle un 
significado. 

Ahora, si interpretamos dentro del 
contexto de la composición del enunciado 
¿Serán los principios para regular la solución 
de los conflictos internos de los pueblos 
indígenas? Si esto es así, estamos refiriendo 
a los principios generales del debido proceso 
que señala la constitución y los tratados 
internacionales. Recordemos que los 
elementos mínimos del debido proceso son: 
derecho de ser oído y vencido, contradicción, 
oralidad, publicidad. Ahora, ¿Estos elementos 
mínimos de debido proceso tienen que ser 
idénticos que en la jurisdicción indígena? 
Por su puesto que no, pues corremos el 
riesgo de imponer nuestra visión y con ello 
discriminamos, asimilamos, por ello lo que 
tenemos que hacer es interpretarlos desde una 
perspectiva intercultural45 y no desde la visión 
occidental o del derecho del Estado. Más 
arriba describíamos de forma muy general los 
procedimientos ante la jurisdicción indígena, 
sus formas, sus principios, su visión integral 
del conflicto y solución, su no división de lo 
público y privado, etcétera.

La otra restricción a la jurisdicción 
indígena es respetar garantías individuales y 
derechos humanos. El concepto de derechos 
humanos adolece de vaguedad46, pero tiene 
un referente liberal, por lo que es oportuno 
preguntarnos ¿Qué garantías individuales y 
qué derechos humanos? Como ha quedado 
45En México carecemos una interpretación judicial del debido proceso intercultural. Así lo reconoce la Primera Sala de la SCJN, en 
la citada facultad de atracción 268/2017, al decir “…esta Primera Sala podrá establecer el contenido y alcance del derecho al debido 
proceso desde una perspectiva intercultural. Esto significa que la Primera Sala podrá responder qué tipo de formalidades, y con qué 
interpretación, le son exigidas a las decisiones de las autoridades comunitarias indígenas, que resulten en actos privativos, para que 
puedan afectar legítimamente la esfera jurídica de uno de sus miembros.”
46Santiago Nino, Carlos, Ética y Derechos Humanos, Buenos Aires, 1989, p. 12.
47MARTÍNEZ de Bringas, Asier, La Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Una Lectura Políti-
ca y Jurídica desde los Derechos Sociales, España, Revista Derechos y Libertades, número 23, Época II, España, 2010, p. 109.

asentado, los derechos de los pueblos 
indígenas también son derechos humanos. 
Entonces ¿Qué derechos? Los liberales o de 
los pueblos indígenas. El problema tiene que 
ser resuelto desde una visión intercultural, 
cómo se comunican, cómo dialogan, cómo 
conviven ambas visiones, que ninguna visión 
domine a la otra, se sobreponga, destruya 
a la otra, para no eliminar o derrotar el 
reconocimiento de la diversidad,  a la 
pluriculturalidad, la inclusión del otro. 

El marco normativo internacional y 
nacional sobre los derechos de los pueblos 
indígenas no debe verse como un simple 
catálogo de nuevos derechos sino como una 
serie de principios, valores y normas generales 
de derechos humanos contextualizados 
bajo las circunstancias históricas, culturales 
y sociales de los pueblos indígenas. Ello 
supone otra manera de entender el derecho, 
más bien, nos obliga a situarnos bajo la lógica 
del pluralismo jurídico y con ello a ubicarnos 
bajo la perspectiva intercultural. Se trata de 
abrirse a una comprensión de los derechos 
tensionada por el sentido individual y 
colectivo de los derechos.

47

Finalmente, la lectura sobre los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, exige situarse en 
las entrañas del pluralismo jurídico y con 
ello ante otro proceso de construcción de los 
derechos, diferente del que hasta ahora se ha 
cultivado en occidente.

En cuanto a la tercera restricción, relativa 
al ejercicio de sus formas propias de gobierno 
interno de los pueblos indígenas, son: 
Garantizar que mujeres y hombres voten y 
sean votados en condiciones de igualdad; 
las prácticas comunitarias no podrán limitar 
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derechos políticos electorales; que se respete 
el pacto federal y; que se respete la soberanía 
de los Estados.

III. Distinguiendo: Alcance del artículo 
420 del CNPP y la Jurisdicción Indígena

El artículo 420 del CNPP tiene un 
grave problema de constitucionalidad y 
convencionalidad: No fue consultado a los 
pueblos indígenas que componen el Estado 
Mexicano. Este código fue publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo 
de 2014 y, desde esa fecha ya existía criterio 
judicial48 del máximo tribunal de país sobre 
la obligación de realizar una consulta libre, 
previa e informada a los pueblos indígenas, 
en relación a los asuntos que les atañen y que 
les pudieren afectar. 

No obstante, aun cuando no se advierte 
de la iniciativa, ni en el dictamen legislativo, 
el artículo 420 por su composición sintáctica 
de sus enunciados, podemos advertir que 
tiene una influencia del artículo 414,49 del 
Código Procesal Penal del Estado de Oaxaca 
(CPPEO), publicado en el Periódico Oficial 
del Gobierno de Estado, el 9 de septiembre 
de 2006 y que, tampoco fue consultado a los 
pueblos y comunidades indígenas.

En efecto, ambas normas no fueron 
consultados a los pueblos y comunidades  
indígenas, no obstante que de acuerdo al 
artículo 6 del Convenio 169 de la OIT, 19 
de la DNUDPI, XXIII.2 de la DADPI, es 
obligación de todas las autoridades, en el 
ámbito de sus atribuciones, consultarlos 
antes de adoptar cualquier acción o medida 
48t. I, agosto de 2013, p. Cfr. Tesis: 2a. XXXIII/2012, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. VIII, Mayo de 
2012, p. 1347. Tesis: 1a. CCXXXVI/2013, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época736
49 Artículo 414. Comunidades indígenasCuando se trate de delitos que afecten bienes jurídicos propios de un pueblo o comunidad 
indígena o bienes personales de alguno de sus miembros, y tanto el imputado como la víctima o, en su caso, sus familiares, acepten 
el modo como la comunidad ha resuelto el conflicto conforme a sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus 
conflictos internos, se declarará la extinción de la acción penal.
En estos casos, cualquier miembro de la comunidad indígena podrá solicitar que así se declare ante el juez competente.
Se excluyen los casos de feminicidio, homicidio doloso, violación, violencia intrafamiliar, los delitos cometidos contra menores de 
doce años, los delitos agravados por el resultado de muerte y los delitos de asociación delictuosa.

susceptible de afectar sus derechos e intereses, 
en especial cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles 
de afectarles directamente lo anterior, a 
efecto de garantizar el pleno ejercicio de los 
derechos a la autodeterminación, autonomía 
y autogobierno así como los derechos que la 
Constitución y los tratados internacionales 
les reconocen.

Independiente de lo anterior y 
prosiguiendo con el estudio, el citado texto 
prescribe:

“Artículo 420. Pueblos y comunidades 
indígenas:

Cuando se trate de delitos que afecten 
bienes jurídicos propios de un pueblo o 
comunidad indígena o bienes personales de 
alguno de sus miembros, y tanto el imputado 
como la víctima, o en su caso sus familiares, 
acepten el modo en el que la comunidad, 
conforme a sus propios sistemas normativos 
en la regulación y solución de sus conflictos 
internos proponga resolver el conflicto, se 
declarará la extinción de la acción penal, 
salvo en los casos en que la solución no 
considere la perspectiva de género, afecte la 
dignidad de las personas, el interés superior 
de los niños y las niñas o del derecho a una 
vida libre de violencia hacia la mujer.

En estos casos, cualquier miembro de la 
comunidad indígena podrá solicitar que así 
se declare ante el Juez competente.

Se excluyen de lo anterior, los delitos 
previstos para prisión preventiva oficiosa en 
este Código y en la legislación aplicable.”
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Creo que el precepto pretende juzgar 
la pluriculturalidad y no juzgar en la 
pluriculturalidad. En efecto, el artículo 420 
del CNPP hay un intento de reconocer la 
jurisdicción indígena, debido a los límites 
que impone:

•Lo somete a la voluntad de las partes.
	•La propuesta de solución al conflicto 
está a la voluntad de las partes.
La solución propuesta debe:
	•Considerar la perspectiva de género.
	•No afecte la dignidad de las personas.
	•Tampoco el interés superior de los 
niños y niñas, y
	•El derecho a una vida libre de 
violencia hacia la mujer.
	•Se excluyen los delitos previstos para 
la prisión preventiva oficiosa.

Someter a la voluntad de las partes 
tanto la competencia de las autoridades 
indígenas para resolver sus conflictos 
internos como su propuesta de solución, es 
un no al reconocimiento a su jurisdicción 
y en consecuencia un atentado a la libre 
determinación y autonomía de los pueblos 
indígenas. 

Tanto el marco internacional como 
el constitucional para la regulación y 
solución de los conflictos internos de los 
pueblos indígenas no señalan expresa o 
implícitamente, un límite sobre qué delitos 
puede o no conocer. Por ende, al imponer 
límites una norma inferior vulnera las normas 
superiores, como lo son la constitución y los 
instrumentos internacionales. En efecto, 
como bien apuntábamos más arriba, sólo 
en la norma fundamental puede regularse 
las restricciones a los derechos nunca en la 
ley, como así lo ha reiterado nuestro máximo 
tribunal. 

50

50Tesis: 2a./J.163/2017, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, Diciembre de 2017, p. 487. Tesis: 
P./J.20/2014, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, t. I, Abril de 2014, p. 202.
51 El nuevo código procesal penal y los pueblos indígenas, Acceso a la Justicia. Área de Acceso Igualitario a la Justicia, México, DPLF, 
Diciembre 2007, p. 4.

Una de las primeras críticas que se 
realizaron al artículo 414 del CPPEO, en 
relación con las restricciones sobre los delitos 
que debía conocer la jurisdicción indígena, 
no obstante que es menos restrictivo en 
comparación del CNPP, fue las que señaló en 
el año 2007 el consultor internacional Carlos 
Ríos, al señalar que no debía excluirse ningún 
delito de la jurisdicción indígena, porque ello 
no era acorde con lo dispuesto por el artículo 
2º constitucional. 51 

Como se ha expuesto, lo que se señala 
como límite es asegurar la unidad nacional, 
sujetarse a los principios generales de la 
constitución, respetar garantías individuales 
y derechos humanos, así como la dignidad e 
integridad de las mujeres. 

Creo que la violación a derechos 
humanos no se ocasiona sobre los delitos 
que conozcan las autoridades indígenas 
sino con el procedimiento (debido proceso 
intercultural) para la toma de la solución y la 
sanción que impongan.

Por otra parte, otros de los límites que 
impone el artículo 420 del CNPP, es que 
la propuesta de solución al conflicto deba 
considerar la perspectiva de género, que no 
afecte la dignidad de las personas, ni tampoco 
el interés superior de los niños y niñas y, 
finalmente el derecho a una vida libre de 
violencia hacia la mujer. Estas restricciones, 
las de género, la de dignidad y la del interés 
superior, sobre todo, tienen que realizarse 
desde una perspectiva intercultural. No es 
fácil, pero hay que iniciar un diálogo para 
construir derechos de todos.

Finalmente, el último párrafo del apartado 
A, del artículo 2º, de nuestra constitución 
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establece que “Las constituciones y 
leyes de las entidades federativas 
establecerán las características de libre 
determinación y autonomía que mejor 
expresen las situaciones y aspiraciones 
de los pueblos indígenas en cada 
entidad, así como las normas para el 
reconocimiento de las comunidades 
indígenas como entidades de interés 
público.”

En contravención con esta facultad 
constitucional, el artículo 420 del CNPP, con 
todas las irregularidades que hemos señalado, 
determina una parte de las competencias 
de estas comunidades indígenas. Esto 
contraviene los derechos de las comunidades 
puesto que cada comunidad indígena tiene 
reglas competenciales distintas. En aras de 
respetar la diversidad cultural e inclusive 
legal debemos permitir que sean los Estados 
en coordinación con las comunidades 
indígenas las que determinen los supuestos 
de su competencia y que el CNPP solo remita 
a la legislación estatal en ese aspecto. 

Por lo pronto, Oaxaca con la creación de 
la Sala de Justicia Indígena lanza un modelo 
de coordinación entre la justicia indígena 
y la justicia estatal, que tiene como objeto 
garantizar el respeto a la competencia de 
las autoridades comunitarias para resolver 
sus conflictos internos y en consecuencia a 
la libre determinación y autonomía de los 
pueblos indígenas, entre otros derechos.


